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León, Guanajuato, a 13 trece de diciembre del año 2010, dos mil diez. . . .  . . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 003/2010-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el Licenciado FRANCISCO CARRILLO RAMÍREZ, quien ostenta el carácter de Apoderado General para Pleitos y Cobranzas del INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL, en contra del Tesorero Municipal y del Director General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, ambos de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que  por  cuestiones de ORDEN PÚBLICO, de oficio se estudia la personalidad jurídica del ciudadano Licenciado Francisco Carrillo Ramírez, quien se ostenta como Apoderado General para Pleitos y Cobranzas del Instituto Mexicano del Seguro Social, personalidad que acredita con Copia debidamente certificada del Testimonio de la Escritura Pública número 4,244 cuatro mil doscientos cuarenta y cuatro, de fecha 16 dieciséis de octubre del año 2007, dos mil siete, otorgada ante la fe de la Licenciada Hilda del Consuelo González Arteaga, titular de la Notaria Pública número 46 cuarenta y seis, en legal ejercicio en este Partido Judicial, mediante el cual en la cláusula primera se otorga, entre otros, al Licenciado Francisco Carrillo Ramírez, Poder General para Pleitos y Cobranzas, el cual podrá ejercer en forma conjunta o separada, facultades conferidas en los términos de los tres primeros párrafos del artículo 2064 del Código Civil para el Estado de Guanajuato y sus correlativos en toda la República y se entienden concedidas de manera general y las especiales que conforme a la Ley requieran clausula especial, sin limitación alguna. . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a  instancia de  parte debe proceder al  análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Las autoridades demandadas en su contestación hacen valer la causal de  improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, ya que el acto impugnado no afecta el interés jurídico del actor,  pues no constituye un acto definitivo y por sí solo no le causa perjuicio alguno. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Causal de improcedencia que resulta FUNDADA, en mérito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El artículo  206-A,  párrafo segundo, de la  Ley  Orgánica  Municipal para  el Estado de Guanajuato, prevé que los actos o resoluciones emitidas por las autoridades municipales con excepción de los actos del Ayuntamiento, podrán ser impugnadas ante los Juzgados Administrativos, cuando afecten el interés jurídico de los particulares, precepto que establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 206-A.- . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Los actos y resoluciones administrativas dictadas por el presidente municipal y por las dependencias y entidades de la administración pública municipal podrán ser impugnados optativamente ante los juzgados administrativos municipales o ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, cuando afecten intereses de los particulares... . 

 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . ”

En este sentido, el artículo 251, párrafo primero, fracción I, inciso a), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, establece que sólo podrá intervenir en el proceso quien tenga interés jurídico, precepto que señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
“Artículo 251.- Sólo podrán intervenir en el proceso administrativo, las personas que tengan un interés jurídico que funde su pretensión:

I.- Tendrán el carácter de actor:

a).- Los particulares que sean afectados en sus derechos y bienes por un acto o resolución administrativa; y ”
Conforme a los artículos 206-A, párrafo primero, de la citada Ley Orgánica Municipal y el 251, primer párrafo, fracción I, inciso a), del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, para la procedencia del Juicio de Nulidad, son requisitos sine qua non que el impetrante cuente con interés jurídico y que se acredite que el acto o resolución combatida afecta su esfera de derechos. . . . . . . . .  . . . . . . . . . 
Sobre el particular cabe enfatizar que, en el proceso administrativo el interés jurídico es el derecho subjetivo tutelado a favor del accionante por una norma jurídica; al respecto resulta aplicable el criterio sostenido por la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, visible en la página 146 de la Obra denominada Criterios 2000-2007, editada por el referido Tribunal, bajo el rubro siguiente: “INTERÉS JURÍDICO.- CONCEPTO.-  En los artículos 54 primer párrafo, 57 fracción I, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato se prevé como un presupuesto procesal la existencia del interés jurídico. Este interés para acudir al juicio de nulidad, deriva de un acto de autoridad que desconoce el derecho subjetivo de un particular, y en virtud de lo cual este último, al sentirse afectado, acude a la instancia jurisdiccional. Es claro que para que el interés jurídico nazca debe existir, en primera instancia, un derecho protegido por una norma y, posteriormente, su afectación.” (Exp. 6.77/04. Sentencia de fecha 06 de julio de 2004. Actor: Adán Jorge Zúñiga Chávez.). Mientras que, por su parte la doctrina al interés jurídico lo denomina como el derecho subjetivo de carácter administrativo y el Tratadista Manuel Lucero Espinosa en su obra “Teoría y Práctica del Contencioso Administrativo ante el Tribunal Fiscal de la Federación”, Séptima Edición aumentada, Editorial Porrúa, en la Página 50, define el derecho subjetivo de carácter administrativo como “Aquel que se encuentra establecido por una Ley, Decreto, Reglamento, Resolución, Contrato u otra disposición administrativa que regula la actividad de la autoridad administrativa y limita su poder.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Bajo  esta  tesitura, conforme a los  artículos 206-A,  párrafo  segundo,  de la 
Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 251, párrafo primero, fracción I, Incido a), del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, para que proceda el proceso administrativo es menester que en primer lugar antes de la emisión del acto combatido exista un derecho subjetivo, que esté legítimamente reconocido o protegido a favor de la parte actora por un precepto jurídico en una Ley o en un Reglamento; y, en segundo lugar, que se acredite la afectación a la esfera de derechos del actor, esto es,  debe demostrarse el perjuicio que el acto depara a la parte actora. . 

En este orden de ideas, es el caso que el acto impugnado no afecta el interés jurídico de la accionante, toda vez que la parte actora impugna un acto previo al avalúo fiscal, como lo es, la orden de valuación sobre el inmueble ubicado en el Boulevard Juan José Torres Landa Número 5304 de la Colonia Jardines de Jerez III de esta Ciudad, emitida por el Tesorero Municipal, a través del oficio de fecha 18 dieciocho de noviembre del año 2009, dos mil nueve, el cual posee características propias de un acto de trámite, dado que es previo a la emisión del acto fiscal que fijará el valor fiscal del referido inmueble; de ahí que, la orden de valuación impugnada es el primer acto del procedimiento de valuación, el que de acuerdo a lo estipulado por los artículos 176 y 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, tiene las siguientes fases formales: 1.- La emisión de una orden escrita por parte del Tesorero Municipal, en la que se indica el inmueble objeto de la valuación y se designa al perito o peritos para la práctica del avalúo; 2.- La visita física al inmueble objeto de la valuación; 3.- La notificación al contribuyente de los resultados del avalúo y el monto del impuesto; 4.- La concesión al contribuyente un plazo de 30 treinta días, para que formule aclaraciones; 5.- La valuación por separado del terreno y de las construcciones; 6.- La elaboración en las formas oficiales correspondientes; y, 7.- La aplicación los valores unitarios del suelo y las construcciones que establece la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el ejercicio fiscal del año que corresponda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De este modo, la orden de valuación combatida constituye un acto instrumental, previo al avalúo que por sí sola no se le causa perjuicio alguno a la parte actora, toda vez que las autoridades demandadas requieren visitar físicamente el inmueble que nos ocupa, para conocerlo y cerciorarse de las instalaciones que están destinadas el servicio público que tiene encomendado la parte actora, de ahí que, la lesión en sus derechos se daría hasta cuando se le notifiquen los resultados del avalúo del inmueble o de la parte sobre la que en un dado caso este obligada a pagar el impuesto predial, pues es hasta ese momento cuando ya se tiene el avalúo y en consecuencia el valor fiscal del inmueble, por tales razones, el oficio que contiene la orden de valuación a debate, en este momento no es  susceptible de  impugnarse, por ende, este acto fiscal por su propia naturaleza aún no incide en la esfera jurídica de la impetrante, porque aún no se tiene el avalúo que arrojará el valor fiscal que servirá de base para determinar el Impuesto Predial. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, el acto a debate por sí mismo no es un acto de molestia, por consiguiente, no afecta el interés jurídico de la impetrante, ya que como se dijo en supralíneas sólo da inicio al procedimiento de valuación, por tal virtud, en la especie  se configura la causal de improcedencia prevista fracción I del artículo 261 del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por ende, procede el sobreseimiento del proceso en términos de lo establecido en la fracción II del artículo 262 del mismo Código; sobre el particular cabe enfatizar que el sobreseimiento tiene como efectos: que el Órgano Jurisdiccional no entre a resolver el fondo del asunto, dar por concluido el proceso contencioso administrativo y dejar las cosas tal y como se encontraban antes de la presentación de la demanda. Respecto al sobreseimiento resulta ilustrativo el criterio sustentado por Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Séptima Época; Registro: 240927; Instancia:; Tesis Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; 115-120 Cuarta Parte; Materia(s): Común; visible a Página: 9, bajo el siguiente rubro: “ACTO RECLAMADO. CUANDO NO AFECTA LOS INTERESES JURIDICOS DEL QUEJOSO PROCEDE EL SOBRESEIMIENTO DEL JUICIO DE AMPARO. El artículo 73, fracción V, de la Ley de Amparo, establece la improcedencia del juicio de garantías cuando el acto reclamado no afecta los intereses jurídicos del quejoso; lo que interpretado en proposición contraria, significa que el amparo sólo es procedente cuando el acto reclamado afecte de manera real y positiva dichos intereses jurídicos. Por tanto, no basta que el quejoso afirme que el acto reclamado perjudica sus intereses jurídicos, sino que es preciso, además, que el perjuicio tenga realidad objetiva y se demuestre fehacientemente; por lo que, surtiéndose la causal de improcedencia relativa, procede el correspondiente sobreseimiento del juicio de amparo, con apoyo en lo dispuesto por la fracción I del artículo 107 constitucional y 4o. de la ley de la materia, en relación con el 74, fracción III, de este último ordenamiento.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 261 fracción I, 262 fracción II, 287, 298 y 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.-  Se  declara  el  SOBRESEIMIENTO  DEL PRESENTE PROCESO ADMINISTRATIVO, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el tercer considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalados en autos. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dese  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . .  . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .       
LA PRESENTE FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DE FECHA 13 TRECE DE DICIEMBRE DEL AÑO 2010, DOS MIL DIEZ, DICTADA EN EL EXPEDIENTE NÚMERO 003/2010-JN. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
